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EN EL TRIBUNAL SUPREMO DE PUERTO RICO

José Martinez VAazquez

Recurrente

vs.

CC-2000-1037 CERTIORARI

Administracién de Compensacién
de Accidentes de Automéviles

Recurrido

Opinién del Tribunal emitida por el Juez Asociado sefior REBOLLO LOPEZ

San Juan, Puerto Rico, a 28 de mayo de 2002

El 22 de julio de 1981, José Martinez VAazquez, aqui
recurrente, sufrid un accidente en su lugar de trabajo el
cual le provocdé dafios en su miembro viril. Recibid,
originalmente, atencidén médica en la Corporacién del Fondo
del Seguro del Estado (F.S.E.). Luego de ciertos incidentes
legales, Martinez Vazquez logrd que el F.S.E. le costeara
los gastos médicos y quirirgicos en que incurrié fuera de
la jurisdiccién del Estado Libre Asociado de Puerto Rico.
Particularmente, fue atendido en Norfolk, Virginia,
Estados Unidos de Norteamérica. En dicho lugar, el aqui

recurrente
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fue intervenido quirdirgicamente por dos galenos: un
especialista en cirugia plastica y microcirugia
reconstructiva, y un especialista en urologia. Como resultado
de la intervencidén quirurgica a la cual fue sometido Martinez
Vazquez, se le reconstruyd su miembro viril por medio de una
prétesis y se logrd restituir, parcialmente, las funciones
principales de dicho érgano.

Mucho tiempo después, el 28 de marzo de 1998, Martinez
Vazquez sufridé un accidente vehicular en Puerto Rico. Como
consecuencia del mismo, Martinez VAzquez sufrié quemaduras y
dolor en el pecho, sintomas que le fueron provocados por el
impacto del “air bag”. Ademas, Martinez VAazquez sufridé una
lesién en su miembro viril, como consecuencia de la cual,
alegadamente, su funcién sexual se vio interrumpida por
completo.1

Habiendo transcurrido siete meses desde la ocurrencia del
accidente, Martinez Vazquez logréd ser atendido por un fisiatra
de la Administracién de Compensaciones por Accidentes de
Automédviles (A.C.A.A.), quien, luego de efectuarle el
correspondiente examen fisico, recomendd que Martinez Vazquez
fuese atendido por un urdlogo. No obstante ello, la A.C.A.A.
no acogié la recomendacién emitida por el fisiatra; en su lugar,
le solicité una evaluacién acompafiada por un informe de relacién

causal entre el accidente ocurrido y el tratamiento sugerido.

! Sostiene el recurrente que, hasta el momento del accidente

vehicular, su érgano sexual estuvo funcionando adecuadamente.
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Posteriormente, la A.C.A.A. refiridé a Martinez Vazquez,
por segunda ocasién, ante otro fisiatra, el cual, luego de
efectuar la evaluacidén de rigor, consigné que: “[h]is real
problem is the urologic prothesis he has, that was injured in
the accident, as he states”.

En vista de que Martinez Vazquez no habia logrado ser
examinado por un urdélogo designado por A.C.A.A., pese a que asi
fue recomendado por el primer fisiatra que lo auscultd, éste
optd por examinarse, por su cuenta, con un facultativo de la
Sociedad Uroldégica de Puerto Rico, quien entendidé que, dada la
condicién urogenital de Martinez VAzquez, éste debia ser
atendido lo mas pronto posible por el cirujano plastico que
originalmente intervino con Martinez en el Estado de Virginia.
Esta evaluacién médica fue sometida por el recurrente ante la
A.C.A.A.; mientras, la condicién de su prétesis continuaba
empeorando.

Posteriormente, el 17 de noviembre de 1998, Martinez
Vazquez recibid notificacién de parte de la A.C.A.A., Oficina
Regional de Guayama, mediante la cual se le informé que no
cualificaba para recibir los servicios médico-hospitalarios
relativos a su problema urogenital debido a que las lesiones
sufridas por él no lo Jjustificaban. Inconforme, Martinez
Vazquez apeld la decisién ante el funcionario correspondiente
de dicha entidad.

Luego de varios incidentes, el 17 de febrero de 1999, el

Dr. Morales Castafier, Director Médico de la A.C.A.A., en

respuesta a una consulta solicitada por Martinez Vazquez y a
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base del informe emitido por el Dr. Edgar Martorell, otro
urdélogo al que habia sido referido Martinez Vazquez, consignd,

contrario a la decisién emitida por la Oficina Regional, dque

el problema de 1la prétesis peniania dque presentaba el

reclamante, en efecto se relacionaba con el accidente

automovilistico que éste habia tenido. Nétese que, para la fecha

en que finalmente se encontrd que existia relacidén causal
entre el problema urolégico de Martinez Vazquez y el accidente
vehicular, habia transcurrido casi un afio desde la ocurrencia
del mismo.

No obstante lo anterior, y a pesar de haberse reconocido
la relacién causal entre el accidente vehicular de Martinez
VAzquez y su problema urogenital, la A.C.A.A. determindé que lo
procedente era indagar la posibilidad de que un urdélogo 1lo

atendiera en Puerto Rico pues no se podia sufragar el

tratamiento fuera del Pais._

Celebrada una audiencia a ruego de Martinez Vazquez, el
Director Ejecutivo de la A.C.A.A., Lcdo. Praxedes Pedraza
Santiago, reiterdé la antedicha postura. A estos fines, emitiéd
resolucién el 21 de diciembre de 1999%, en la cual consigné, en
sintesis, que:

Surge claramente de las secciones de la ley

[...] que los tratamientos médicos que un

lesionado puede recibir en virtud de lesiones
sufridas en Puerto Rico, sdélo pueden ofrecerse

2 cabe mencionar que, en el interin, y previo referido de la

A.C.A.A., Martinez Vazquez fue evaluado por los Dres. Martorell
y Rivera Herrera; ambos urdlogos coincidieron en que Martinez
Vazquez debia ser reevaluado por los especialistas que lo
intervinieron en el Estado de Virginia.
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aqui [...]. La Ley Nim. 1383, no nos faculta a pagar

por tratamiento médico fuera de la jurisdiccién de

Puerto Rico.

No conforme con dicha determinacidén, el aqui recurrente
interpuso escrito de apelacién ante la Junta de Directores de
la A.C.A.A.. Asi las cosas, mientras los reclamos de Martinez
Vazquez seguian su curso administrativo, simultaneamente
transcurria el término limitativo dispuesto en la ley organica
de la A.C.A.A. para brindar tratamiento al lesionado, término
maximo de dos anos contados a partir de la fecha en que tuvo
el accidente vehicular.*

El 9 de junio de 2000, la Junta de Directores de 1a A.C.A.A.
confirmé la decisidén apelada. Concluyé dicho organismo que:
la letra de la ley creadora de la Administracién de
Compensaciones por Accidentes de Automéviles es
CLARA: sdélo cubre servicios médicos que se presten
en Puerto Rico. No hay excepcién alguna. De hecho,
si la Administracién los autorizare estaria
incurriendo en un acto ultra-vires, contrario a las
facultades que le brinda la ley. Desgraciadamente en
éste caso, la ACAA sélo puede hacer lo que hasta ahora
ha hecho: brindarle los servicios médicos dentro del

Estado Libre Asociado de Puerto Rico.

Insatisfecho, Martinez VAzquez interpuso recurso de
revisidén ante el Tribunal de Circuito de Apelaciones. Dicho foro
denegé la expedicién del auto solicitado al entender, en

sintesis, que la letra de la ley organica de la A.C.A.A.,

establece, de manera clara y libre de ambigiiedades, que una

3 Ley Num. 138 de 26 de junio de 1968, segin enmendada, conocida

como Ley de Proteccidén Social por Accidentes de Automéviles,
9 L.P.R.A. § 2051 et seq.
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persona que resulta lesionada en un accidente de transito
ocurrido en Puerto Rico sdélo puede recibir 1los servicios
médico-hospitalarios que requieran sus lesiones dentro de la
jurisdiccién del Estado Libre Asociado. Ello asi, en vista de
que la ley orgdnica de la A.C.A.A. no le confiere facultad para
cubrir tratamiento médico fuera de Puerto Rico a las personas
que resultan lesionadas en este tipo de accidentes por lo cual
cualquier acto de la A.C.A.A., fuera del ambito de acciédén
reconocido en la Ley, seria ultra-vires.

Inconforme con dicha determinacién, Martinez Vazquez
acudié ante este Tribunal, sefialando que errd el Tribunal de
Circuito de Apelaciones al:

. no revocar la decisidén de la Junta de Directores
de la Administracién de Compensacidén por Accidentes
de Automéviles, al no determinar que los servicios
de un cirujano plastico eran necesarios y que podian
ser brindados en él [sic] E.L.A.

. no revocar la decisidén de la Junta de Directores
de la Administracién de Compensacidén por Accidentes
de Automéviles al no ordenarle el traer a los médicos
que atendieron al recurrente en los Estados Unidos
de Norteamérica para atenderlo.

. no revocar la decisidén de la Junta de Directores
de la Administracién de Compensacidén por Accidentes
de Automéviles al no brindarle al recurrente los
servicios médicos-hospitalarios [sic] que se
requieren por ley.

. no revocar la decisidén de la Junta de Directores
de la Administracién de Compensacidén por Accidentes
de Automéviles por negarse a proveer los servicios
médicos-hospitalarios [sic] al Sr. Martinez VAazquez
en el Estado de Virginia siendo esta la recomendacién
de sus facultativos médicos y permitiendo que el
recurrente los pagaray laA.C.A.A. y ellos rembolsar
los mismos.

4 véase la Seccidén 5.5 de la Ley 138, ante.
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... no revocar la decisién de la Junta de Directores
de la Administracién de Compensacidén por Accidentes
de Automdéviles por negar la atencidén médica a pesar
de saber que los médicos facultados para hacer 1la
operacién en Puerto Rico se negaron a efectuarla y
[le] refirieron a sus médicos originales.

Expedimos el auto solicitado. Estando en posicién de

resolver el recurso radicado, procedemos a asi hacerlo.

I

El vertiginoso incremento en los accidentes que a diario
ocurren en nuestras vias de rodaje asi como el correlativo
aumento en el numero de victimas involucradas en los mismos
constituye y siempre ha constituido un motivo de gran
preocupacién en nuestra jurisdiccién, habiendo la Asamblea
Legislativa categorizado el mismo como un verdadero problema
social. Animada por la referida problematica, la Asamblea
Legislativa cred, mediante la Ley 138, ante, la Administracién
de Compensaciones por Accidentes de Automéviles. Dicha
instrumentalidad publica opera un sistema de seguro
compulsorio®, mediante el cual se le garantiza a un gran ntmero
de victimas de accidentes vehiculares el acceso a servicios
médicos y, en determinadas ocasiones, el derecho a una
compensacién por las lesiones sufridas, sin la necesidad de que

el lesionado o la victima tenga que seguir tramite judicial

> Como es conocido, el costo de dicho seguro se distribuye entre

todos los duefios de vehiculos de motor mediante una aportaciédn
anual, o prima, que se paga al momento de registrar el vehiculo
y se renueva anualmente en la misma fecha en que corresponda
renovar la licencia y tablilla del vehiculo de motor o de
arrastre. 9 L.P.R.A. § 2064 (1)y (2).
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alguno, toda vez que dicho sistema de compensacién no estéa

fundado en el concepto de la negligencia. A.C.A.A. v. Trib.

Superior, 101 D.P.R 518 (1973); A.C.A.A. v. Yantin, 103 D.P.R
59 (1974). La letra de la Exposicidén de Motivos del mencionado
estatuto pauta claramente el fin primordial en virtud del cual
fue concebido. Al respecto, declara que:

su propdésito fundamental [es] el reducir a un
minimo los tragicos efectos econdmicos y sociales
producidos por los accidentes de transito sobre la
familia y demds dependientes de sus victimas. Provee
un alivio al cada dia mds creciente problema de las
victimas de accidentes de transito, proporcionando
a éstas servicios médicos y un minimo de ingresos que
los 1libra de quedar en total desamparo y
desvalimiento econdémico... . Ortiz Morales v.
A.C.A.A., 116 D.P.R 387 (1985).

De conformidad con el propdésito por el cual fue concebido
dicho estatuto —--el cual, como es de notarse, tiene un fin
eminentemente social-- los procesos que en él se incorporan para
que la victima logre la reparacién del dafio deben ser sencillos
y flexibles. A tono con lo anterior, rechazamos, en A.C.A.A.
v. Yantin, 103 D.P.R. 59, 64 (1974), una interpretacidén que la
A.C.A.A. habia emitido de sus propias disposiciones pues la
misma no sélo se abstraia de la sabia norma de hermenéutica que
requiere dque las disposiciones de un estatuto sean
interpretadas en conjuntos, sino que, peor aun, daba al traste
con el fin primordial de la ley, el cual es y siempre ha sido
“llenar un vacio de necesidad social”. Al descartar lo que en

dicha ocasién consideramos como una “interpretacién

® sales v. Samac Motor Corp., 92 D.P.R 529 (1965).
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caprichosa”, reafirmamos nuestro deber de imprimirle eficacia
y pragmatismo a la ley, en lugar de desvirtuar sus propdsitos,
permitiendo una aplicacidén cuyos resultados serian, ademas de
injustos, carentes de base racional alguna.

Asimismo, en Ortiz Morales v. A.C.A.A., ante, a la pag.

390-391 7, rechazamos cierta interpretacién hecha por la
A.C.A.A. de su ley habilitadora so color de no ir en contra de
sus propdésitos. En dicha ocasidén, y en referencia a la razdn
de ser de la Ley de Proteccidén Social por Accidentes de
Automdéviles, establecimos que:

[clon miras a la consecucién de la intencidn que
la inspird, en su redaccidén se incorporaron tramites
sencillos, y la flexibilidad necesaria para hacer
viable la reparacién del dafio. [...]

El caracter de proteccién social de la
legislacién apoya toda interpretacidén razonable y
balanceada que tienda a beneficiar al tutelado. El
Reglamento para implantarla no debe derrotar el
espiritu que la inspiré. (Subrayado nuestro.)

En fin, siendo éste un estatuto de caracter reparador, es
nuestra misidén, al enfrentar controversias como la que hoy nos
ocupa, guiarnos por el principio de hermenéutica estatutaria
que exige de aquél una interpretacién liberal, encaminada a la

consecucién de los propdésitos que lo inspiraron. Ello asi, claro

estd, sin que con dicha labor interpretativa pretendamos

ampliar el dmbito de aplicacién del estatuto para extenderlo

a situaciones no contempladas en el mismo. Véase: Ruiz Firpo

v. A.C.A.A., 109D.P.R. 1 (1979). Es imprescindible, pues, para

que una interpretacién encuentre cabida en el marco de
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proteccién disefiado en virtud de la Ley de Proteccidén Social
por Accidentes de Automéviles, que la misma, ademads de darle
contenido real a los intereses tutelados en el referido cuerpo,

sea razonable y balanceada. Ortiz Morales, ante.

II
Es dentro de este marco doctrinal que debemos dilucidar
la controversia que plantea el presente recurso: si a un
lesionado de accidente vehicular le asiste el derecho de que

la A.C.A.A. pague, fuera de la jurisdiccidén exclusiva del

E.L.A., los servicios médicos que su condicién razonablemente
requiera cuando dichos servicios no se brindan o no estén
disponibles en Puerto Rico.

La A.C.A.A. sostiene que, si bien es cierto que las leyes
de proteccidn social se interpretan liberalmente a favor de sus

beneficiarios, segin lo resuelto en Ruiz Firpo, no se pueden

extender, por via de interpretacidén, las protecciones que
consagran los seguros publicos para cobijar situaciones no
contempladas en la operacidn de dichos sistemas. En ese sentido,
aduce la A.C.A.A. que el texto de la Ley 138, ante, es claro
y libre de ambigiedades en tanto que establece que 1los
beneficios médico-hospitalarios a los cuales tenga derecho la

victima de un accidente de automévil se prestaran sélo en el

Estado Libre Asociado de Puerto Rico. En consecuencia, concluye

la referida agencia que, ante el lenguaje claro y sencillo del

referido estatuto, éste no debe ser menospreciado bajo el

7 véase, ademds, a Pefia Ardnv. A.C.A.A., 116 D.P.R. 606 (1985).
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pretexto de cumplir con su espiritu asi como tampoco debe ser
interpretado como que provee algo que el legislador no intentéd
proveer.®?

En el sentido contrario, aduce, en sintesis, el
peticionario Martinez VAzquez, que la Ley 138 adolece de una
laguna en tanto en cuanto nada dispone sobre el tramite a seguir
por la A.C.A.A. cuando los servicios médico-hospitalarios que
requiera la condicién de la victima no estan disponibles en la
jurisdiccién del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. En vista
de ello, precisa que una interpretacién de dicha legislaciédn,
unida tanto a su historial legislativo como a las expresiones
aplicables de este Tribunal, apuntan a la conclusién de que la
Ley 138 reconoce a sus beneficiarios el derecho a recibir los
aludidos servicios fuera de la Isla cuando los mismos no estan

disponibles en nuestra jurisdiccién.

ITTI
Son dos (2) las disposiciones de la Ley de Proteccién
Social por Accidentes de Automéviles que resultan de particular
pertinencia, y relevancia, al caso que hoy ocupa nuestra
atencién. La primera de ellas la encontramos en el Inciso 5 de
la Seccién 5 de la referida Ley, 9 L.P.R.A. sec. 2054(5). La
misma ha sido objeto de diversas enmiendas, esto es, ciertos

cambios que resultan necesarios resefar.

& a1 respecto, cita a: Ferreteria Matos v. P.R. Tel. Co., 110

D.P.R 153 (1980) y Caguas Bus Line v. Sierra, 73 D.P.R 743
(1952), entre otros.
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Al aprobarse la Ley 138 el texto original de la disposicién

referente a los beneficios a ser concedidos por la
Administracién leia de la siguiente manera:

5. Beneficios Médico-Hospitalarios:

La Administracién proveerid todos 1los servicios

médicos, de hospitalizaciédn, casas de convalescencia

[sic], rehabilitacidén y medicinas que la condicién

de la victima requiera, conforme a la reglamentacién

que al efecto establezca la Administracién.

Posteriormente, mediante la Ley Num. 12 de 30 de octubre
de 1975, se enmendd, en términos generales, la Ley 138. De los
cambios que sufridé dicho estatuto, por medio de los cuales se
pretendié ajustarlo a la experiencia obtenida y convertirlo en
un instrumento que facilitara de manera mas eficaz 1la
consecucién de los fines que inspiraron su aprobacién?, resulta
de suma importancia la modificacién que hubo de imprimirle el
legislador al referido Inciso (5). Luego de enmendarse en 1975,
el Inciso en cuestidn rezaba, en lo pertinente, de la siguiente
manera:

5. Beneficios Médico-Hospitalarios:

La victima tendrd derecho a recibir los servicios

médicos, de hospitalizacidén, casas de convalecencia,

rehabilitacién y medicinas que su condicién,

razonablemente, requiera durante el término de dos
afnos subsiguientes al accidente. (Enfasis suplido.)

Nétese cémo, mads allda de un “deber” impuesto a la
Administracién para con el beneficiario, en el antecitado
Inciso, si bien se alude al mismo asunto, el tenor del texto

es, sin dudas, uno muy distinto: se le reconoce a la victima

° Exposicién de Motivos de la Ley Nuim. 12, ante.
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de accidente, de manera expresa e inequivoca, un derecho

determinado.

Algunos afios después, dicha disposicién fue nuevamente

objeto de enmienda por virtud de la Ley 54 de 1lro de julio de

1986. Actualmente, dicho Inciso dispone como sigue:

(5) Beneficios médico-hospitalarios. -La victima
tendrid derecho a recibir los servicios médicos, de
hospitalizaciédn, casas de convalecencia,

rehabilitacién y medicinas que su condicién
razonablemente requiera durante el término de dos (2)
afios subsiguientes al accidente y dque estén
disponibles dentro de la jurisdiccidén del Estado
Libre Asociado de Puerto Rico. En los casos de
parapléjicos y cuadrapléjicos y en los casos de
trauma severo y/o de fracturas multiples con
complicaciones de tal naturaleza que requieran
atencién médica prolongada, se podradn prestar dichos
servicios por un término mayor a dos (2) afios segun
lo disponga la Junta mediante reglamento. (Subrayado
nuestro) .

Como podemos notar, mediante la enmienda de 1986, se
afiadidé, en el primer parrafo del Inciso (5), justo al final de
la primera oracidén, la frase “y que estén disponibles dentro
de la jurisdiccién del Estado Libre Asociado de Puerto Rico.”
Ante los cambios efectuados mediante la enmienda de la Ley 54,
nos surge la interrogante de a qué obedecid la inserciédn de tal
frase.

Al respecto, el Informe Conjunto emitido por la Comisidén
de Transportacién y Obras Publicas al Senado de Puerto Rico
sefiala, entre otras cosas, que el objetivo principal del P. de
la C. 691 es “confeccionar una Ley que sirva mejor a la
ciudadania para cuya proteccidén se crea”; ademds, apunta que

las enmiendas que mediante el mismo se introducen “contribuyen
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a hacer este estatuto uno mas eficaz en el propdsito primordial
que persigue que no es otro que reducir a un minimo los tragicos
efectos econdmicos y sociales que producen los accidentes de
transito sobre la familia y demds dependientes de sus victimas.”

Por otro lado, el texto del Memorial Explicativo de la Ley
54 del 1lro de julio de 1986, en el cual se expresa el propdsito
inherente de la adicidén de la frase “y que estén disponibles
dentro la jurisdiccidén del Estado Libre Asociado Puerto Rico”,

resulta ser de cardinal importancia respecto al asunto que nos

concierne. Alli se indica lo siguiente:

El inciso (5) de la referida Seccidn 5 establece
el derecho de las victimas a recibir los beneficios
médico-hospitalarios que su condicién
razonablemente requiera. E1 apartado (5) de 1la
Seccién 6 dispone que los servicios médicos y de
hospitalizacidén se prestardn sélo en el Estado Libre
Asociado de Puerto Rico.

Se propone enmendar el apartado (5) de 1la
Seccidén 5 para que ademas del derecho que tienen las
victimas de recibir servicios médicos de
hospitalizacién, el que dichos servicios estén
disponibles en la jurisdiccién del Estado Libre
Asociado de Puerto Rico exclusivamente, segun se
dispone en la Seccibén 6, supra. El propdsito que
persigue con esta enmienda es evitar lo que ocurrié
recientemente, de que un lesionado de accidente de
transito reclame tener derecho a que A.C.A.A. pague
un tratamiento fuera de la jurisdiccidn exclusiva del
E.L.A., el cual no se brinda o no esta disponible aqui
en Puerto Rico, y que por tanto, estd obligado a salir
fuera de la jurisdiccidén del E.L.A., a recibir el
mismo. No es el caso de que teniéndolo aqui el [sic]
desee escoger el tratamiento fuera de Puerto Rico,
sino que se ve obligado a ello por no existir dicho
tratamiento en nuestra jurisdiccién.

Como estd la ley se expresa Unicamente que la
victima tendra derecho a todos los servicios médicos
que su condicidn requiera durante el término de dos
(2) ahos. Luego dispone en la Seccidén 6, supra, que
dichos servicios médicos se prestaran sdélo en el
E.L.A. La pregunta a hacerse es, si el derecho que
tienen las victimas a recibir el tratamiento que su
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condicidn requiera y no se brinda aqui en Puerto Rico,
ctendra derecho a recibirlo entonces en lugar donde
se brinde? Esta interrogante es la que se trata de
corregir al adicionar al apartado (5) de la Secciédn
5, luego de “accidente”, “y que estén disponibles
dentro de la jurisdiccidén del E.L.A.”".

Como se desprende del historial legislativo de la referida

enmienda, mediante la misma el legislador tuvo la intencién de

armonizar las disposiciones de la transcrita seccidén de la Ley

con las disposiciones del Inciso 5 de la Seccidén 6 de la misma,

9 L.P.R.A. sec. 2055(5), la cual, desde su origen, establece

que:

(5) Los beneficios de este Capitulo se pagarén
solamente por lesiones ocurridas en Puerto Rico, y
los servicios médicos y de hospitalizacidén se
prestaran sélo en el Estado Libre Asociado de Puerto
Rico. (Enfasis suplido.)

No hay duda, en consecuencia, de que los servicios médicos
y de hospitalizacidn a los que tiene derecho una persona a quien
le cobijan las disposiciones de la Ley de Proteccidén Social por

Accidentes de Automéviles son aquellos que exclusivamente son

prestados en el Estado Libre Asociado de Puerto Rico. Dicho de

otra manera, una persona que se ve involucrada en un accidente
de automéviles en nuestra jurisdiccidén no tiene derecho a que
la A.C.A.A. le pague servicios médicos y de hospitalizacién

fuera de Puerto Rico, independientemente del hecho de que dichos

servicios no estén disponibles en nuestra Isla. Dicha
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interpretacién es una acorde no solo con la letra del estatuto

sino que con el historial legislativo del mismo . !°

Somos conscientes de que el propésito de la antes citada
Ley 138 es uno eminentemente social y que dicha Ley es una de
caracter remedial, que debe ser objeto de una interpretacién

liberal. Ello, sin embargo, no nos autoriza a ampliar el &mbito

de aplicacién del estatuto, con el fin de extenderlo a

situaciones no contempladas en el mismo, en claro menosprecio

de la letra del mismo y de la intencidn legislativa. Véase: Ruiz

Firpo v. A.C.A.A., ante.

La cuestidén planteada --esto es, de si un accidentado a
quien le cobijan las disposiciones de la citada Ley 138 tiene
derecho a recibir servicios médicos y de hospitalizacién fuera
de Puerto Rico cuando dichos servicios no estan disponibles en
nuestra Isla-- es de la exclusiva incumbencia y prerrogativa
de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico, la cual tiene en sus
manos la oportunidad de enmendar el estatuto a esos efectos y,
de esa manera, hacerle justicia a las personas que se encuentran

en esta triste situacidn.

10 podas las leyes, aun las claras, requieren interpretacién.
Al hacerlo, debemos siempre acudir primero al texto de la misma,
ya que dicho texto no debe ser menospreciado cuando es claro
y libre de ambigiiedad. Articulo 14 del Cédigo Civil de Puerto
Rico, 31 L.P.R.A. sec. 14.

Ello no obstante, al interpretar las leyes siempre debemos
considerar los propdsitos perseguidos por el legislador ya que
estamos obligados a darle efectividad a 1la intencién
legislativa, propiciando de esta forma la realizacién del
propdésito que persigue la ley. Irizarry v. Jonhson & Jonhson,
res. el 27 de enero de 2000, 2000 T.S.P.R. 15.
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En el entretanto, la A.C.A.A. tiene la obligacidén de
realizar todas las gestiones necesarias a los fines de lograr
que el peticionario Martinez VAazquez reciba el mejor
tratamiento médico disponible en Puerto Rico para la condicién

que le aqueja; ello independientemente del hecho de que haya

transcurrido el término de dos afios, desde la fecha del
accidente de automéviles, que establece la Seccién 5.5 de 1la
Ley 138 de 26 de junio de 1968, ya que el transcurso de dicho
periodo de tiempo es, igualmente, imputable a las acciones de,
y actitud asumida por, la A.C.A.A. en el presente caso.

Se dictard Sentencia de conformidad.

FRANCISCO REBOLLO LOPEZ
Juez Asociado
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EN EL TRIBUNAL SUPREMO DE PUERTO RICO

José Martinez VAazquez

Recurrente

vs.

CC-2000-1037 CERTIORARI

Administracién de Compensacién
de Accidentes de Automdviles

Recurrido

SENTENCIA

San Juan, Puerto Rico, a 28 de mayo de 2002

Por los fundamentos expuestos en la Opinidén que
antecede, la cual se hace formar parte integra de 1la
presente, se dicta Sentencia confirmatoria de la emitida
en el presente caso por el Tribunal de Circuito de
Apelaciones. Ello no obstante, se devuelve el caso a la
Administracién de Compensacién por Accidentes de
Automéviles para que dicha agencia proceda a realizar todas
las gestiones necesarias a los fines de lograr que el
peticionario Martinez VAzquez reciba el mejor tratamiento
médico disponible en Puerto Rico para la condicidén que le
aqueja; ello independientemente del hecho de que haya
transcurrido el término de dos (2) afios, desde la fecha del
accidente de automéviles, que establece la Seccidén 5.5 de
la Ley 138 de 26 de junio de 1968, ya que el transcurso de
dicho periodo de tiempo es, igualmente, imputable a las
acciones de, y actitud asumida por, la Administracién de
Compensacién por Accidentes de Automdéviles en el presente
caso.

Asi lo pronuncidé, manda el Tribunal y certifica la
Secretaria del Tribunal Supremo. El1 Juez Asociado seiior
Fuster Berlingeri emitidé Opinidn disidente.

Patricia Otén Olivieri
Secretaria del Tribunal Supremo
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EN EL TRIBUNAL SUPREMO DE PUERTO RICO

José Martinez Vazquez
Recurrente
Vs. CC-2000-1037 Certiorari
Administracién de
Compensacidén de Accidentes

de Automdéviles

Recurrido

Opinién Disidente emitida por el Juez Asociado SENOR FUSTER BERLINGERI.

San Juan, Puerto Rico, a 28 de mayo de 2002.

No disputo la interpretacidén gque hace la mayoria del
Tribunal con respecto a lo que dispone la ley orgédnica de la
A.C.A.A. El texto del inciso 5 de su Seccidén 6, 9 L.P.R.A. sec.
2055(5), al igual que el citado historial legislativo, parecen
claros en cuanto a que la legislacidén de la A.C.A.A. dispone que
solamente se pagara por dicha agencia aquellos servicios médicos
y hospitalarios prestados en Puerto Rico. Mi disenso aqui lo
motiva una razdén que la mayoria del Tribunal no examina en su
opinién. En mi criterio, la limitacidén que surge de la propia
ley orgédnica referida no es valida desde el punto de vista

constitucional.



Como bien sefiala la mayoria en su opinidén, la A.C.A.A. fue establecida
para paliar las consecuencias de un grave problema social que aflige al pais.
Su ingente propdésito es que las victimas de los frecuentes accidentes
vehiculares que ocurren en la Isla tengan acceso eficaz a tratamiento
médico-hospitalario para atender las lesiones sufridas en dichos accidentes.
La meta evidente es que la curacién de tales lesiones no tenga que depender
de la condicidén econdmica del lisiado. La propia ley organica de la A.C.A.A.
reconoce que se trata de un derecho de las victimas. No se necesita una
enjundiosa conceptualizacidén para entender que se trata de uno de los

derechos humanos de naturaleza socio—-econdmica derivado del derecho a la

vida, cuyo desarrollo ha ocurrido en épocas recientes, a medida que la
conciencia humana ha profundizado sobre el alcance y extensidén de los
derechos fundamentales de las personas. ' Es un derecho establecido
estatutariamente pero por ello no deja de ser una concrecidén del fundamental
derecho a la vida, que si es de indole constitucional.

Mas aun, se trata de un derecho que la A.C.A.A. protege y hace efectivo
mediante un seguro compulsorio que pagan los propios duefios de vehiculos.
No es una dadiva del Estado o un mero beneficio social.

En vista de todo lo anterior, no puede considerarse que es razonable
que la A.C.A.A. le provea tratamiento eficaz a las victimas lesionadas en
accidentes vehiculares si el tratamiento estd disponible en Puerto Rico pero
gue niegue tal tratamiento a otras victimas de tales accidentes si éste no
estd disponible en la Isla. Tal esquema protege el derecho a la vida de unos
lesionados pero le niega proteccidn al derecho a la vida de otros lesionados.
Se le niega la proteccién, por la cual se ha cobrado una prima, precisamente
al que mas la puede necesitar: aquél que no puede costear los gastos
especiales que acarrea tener que viajar fuera de Puerto Rico para recibir

12

una imprescindible atencidén médica. No creo que el trato dispar entre los

dos grupos de lesionados referidos sea razonable, sobre todo en una

1 Véase, Jaime B. Fuster, Derechos Fundamentales y Deberes Civicos de las

Personas, Comisién de Derechos Civiles 2001, pags. 20-22.




jurisdiccidén en la cual los derechos fundamentales tienen una factura ancha
y deben concebirse de la forma més amplia posible.
En resumen, pues, para mi el aspecto de la legislacidn en cuestidn que

aqui nos concierne estd viciado por atentar contra la igual proteccidn de

las leyes. Se erige una clasificacién respecto a un derecho relacionado con
el derecho a la vida y por cuya proteccidédn el Estado cobra, que no es
constitucionalmente sostenible. Como la mayoria del Tribunal ni siquiera
discute el asunto, y tdcitamente convalida el trato desigual referido, yo

disiento.

Jaime B. Fuster Berlingeri
Juez Asociado

2 Quizds no en la situacién especifica del caso de autos, pero en otras

situaciones previsibles tal atencidédn médica puede ser necesaria como
cuestidén de vida o muerte.



